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La reforma universitaria del fin de siglo:
el conflicto de la UNAM y su contexto

AXEL DIDRIKSSON

E1 futuro está en la construcción de una sociedad en donde el conocimiento y el
aprendizaje permanente serán la base y la estructura de su desarrollo económico y cultural.
Si la creación, la imaginación, los valores, los conceptos y los símbolos abstractos
representan el valor agregado sustancial de una sociedad que invierte en conocimientos y
no sólo en productos tangibles, la universidad será la institución central de esta sociedad de
la información, de la inteligencia, de la organización en redes, o no lo será.
La educación universitaria no debe ni puede ser la misma desde las nuevas circunstancias
que se presentan en la constitución de una nueva sociedad. Cualquiera que sea la forma que
ésta adopte, digamos desde las especificidades de nuestro país, la institución universitaria
deberá ser transformada de raíz y organizarse para producir los conocimientos que
requieren la democracia, la aceleración del cambio tecnológico y la innovación productiva
y social.
El problema inmediato, sin embargo, que salta a la vista, es que la universidad mexicana no
está en el centro del desarrollo científico y tecnológico, produce escasamente saberes
nuevos, y se encuentra relativamente atrasada frente a los requerimientos de un
conocimiento de carácter público, vinculado a las necesidades del cambio social y político
y de un nuevo desarrollo nacional. El reciente e inmediato conflicto de huelga de la UNAM
ha puesto a flote las grandes contradicciones de la universidad mexicana.
Esto no resulta extraño. Durante los cincuenta y los sesenta, la UNAM fue el modelo de
organización a seguir por prácticamente la totalidad de las universidades de los estados de
la República existentes o por crearse para entonces. Fue hasta mediados de los setenta, con
la creación de la Universidad Autónoma Metropolitana (UAM), que lo que fue el
paradigma dejo de serlo. Debe señalarse, sin embargo, con todo y que se acabó el
predominio programático y organizativo de la UNAM en el medio, que tampoco el modelo
de la UAM se reprodujo amplificadamente como la innovación a emular. La explicación
radica en que el nuevo modelo "modernizante", descentralizado, por unidades,
departamental y sustentado en la investigación de la UAM, no se pudo constituir como
factor de cambio porque la crisis económica llegó para justificar el estrangulamiento de los
servicios sociales provistos por el Estado, y la propuesta resultó demasiado cara: peso
determinante del personal académico de tiempo completo, énfasis en la investigación y en
su infraestructura de talleres y laboratorios, innovación en la docencia, unidades descen-
tralizadas y cuerpos colegiados representativos. La modernización de la universidad, con
todo y lo parcial, resultó imposible.
Después vino el caos y, con éste, lo que he calificado como la "modernización de la
obsolescencia". La tendencia que se impuso con un impacto generalizado desde mediados
de los ochenta hasta finales de los noventa fue la contracción de los recursos hacia la
educación superior pública, y el absoluto abandono y el desinterés de la clase política
gobernante mexicana por los asuntos relacionados con el cambio necesario y urgente como
se dio en muchos países del mundo (véase, por ejemplo: "Organisation for Economic Co-
Operation and Development", Re-defining Tertiary Education, OCDE, París, 1999. The
World Bank. "Know-ledge for Development", World Development Report, The World
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Bank, Washington, DC, 1999) de las universidades. La opción mexicana fue mejorar la
educación superior privada, estimular los referentes extranjeros de alto nivel y degradar a
los escasos académicos del medio que no alcanzaran el grado de "excelencia". La
antiintelectualidad gubernamental se manifestó vehementemente con todo aquello que
fuera crítico al sistema, sobre todo de las ciencias sociales, pero también hacia los
investigadores de las "ciencias duras" que fueran opositores al sistema,
independientemente de su trabajo o su calidad nacional o internacional.
Para todos (aunque de ninguna manera para sus allegados emergentes, como resultó ser el
caso paradigmático del entonces excelentísimo "doctor" Fausto Alzati) imperó el criterio
de la "calidad" y la evaluación, nacional e internacional, y no el de la responsabilidad
social o de un nuevo desarrollo de la educación superior, de la ciencia y la tecnología.
Esto se manifestó en una vuelta de tuercas de los aparatos gubernamentales orientados al
sector académico bajo la apariencia de un "Estado evaluador" (de ninguna manera riguroso
respecto a la calidad de sus productos, ni a sus apariencias, ni a sus políticas, ni a la de los
miembros que lo promovían, entre otras cosas), que definía su papel de intervención para
garantizar la elevación sustancial de la calidad de los productos de la investigación y la
docencia y promovía la competitividad y las nociones de mercado entre las universidades
públicas.
El resultado fue terrible, y la manifestación conspicua de todo ello se concentra en el
movimiento estudiantil de la UNAM del fin de siglo: la muestra de la insatisfacción
absoluta. Ni mayores recursos desde la empresa y la iniciativa privada, ni el mejoramiento
de la calidad del servicio público, ni la gobernabilidad de las leyes de mercado para el
beneficio de todos. El saldo es lo inversamente proporcional: polarización entre la
universidad pública y la privada, reducción de oportunidades sociales para los sectores
privilegiados que antes podían tener un acceso libre a carreras profesionales, limitaciones
mayores al acceso a la educación superior, competitividad nebulosa pero asfixiante entre
académicos, escasa mejora del impacto social y económico de las investigaciones, rigidez
de la curricula, agudizamiento de la desigualdad social en los niveles terciarios de la educa-
ción, desarticulación del sistema educativo en su conjunto, burocratismo, negligencias,
bajos salarios, conflictividad, pero sobre todo una muy tímida respuesta (las universidades
tecnológicas) a promover la construcción de instituciones sociales para que pudiera ge-
neralizarse un gran aprendizaje social hacia los nuevos conocimientos y tecnologías, y
sobre todo una profundización de las brechas en los conocimientos y las nuevas
tecnologías para fines de nuevo desarrollo, desde una perspectiva endógena.
La lógica subterránea, que permeó a las políticas gubernamentales de los noventa, hacia la
educación superior fue la mercantilización de la educación superior pública.
El proceso de mercantilización hace referencia a la elevación de los costos sociales de la
educación pública sostenida por el Estado y los contribuyentes. Esto supone la venta de sus
servicios, la elevación de las cuotas a los estudiantes y el encarecimiento de oportunidades
para los estudiantes más pobres, pero también el favorecimiento a los requerimientos de las
empresas, ubicar el conocimiento que se produce y se transfiere como una mercancía y el
imperio mesiánico de una concepción que ubica al mercado como el mecanismo máximo
de regulación de la calidad de los productos.
La experiencia mexicana hace referencia, sin embargo, a un intento fallido, organizacional
y político, de este modelo mercantil frente a los innumerables ejemplos de cambio exitoso
de universidades en muchas partes del mundo (un referente: Burton Clark. Creating
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Entrepreneurial Universities. Organizational Pathways of Transformation. Pergamon Press,
Gran Bretaña, 1998).
Desde esta perspectiva comparada, la experiencia mexicana demuestra que la gran oleada
mundial que tuvo como referentes a los conceptos de accountability (rendición de cuentas
de los recursos públicos hacia la sociedad que los provee y el mejoramiento cualitativo del
servicio que se ofrece), de evaluación y acreditación (para equiparar los resultados del
desempeño institucional e individual del personal académico a nivel internacional), la
transformación o creación de universidades emprendedoras o innovadoras, no pudo darse.
El sistema de educación superior nacional sigue siendo
igual de tradicional y de baja calidad, como hace 20 años, pero con más problemas.
Este es el sustrato, el motivo profundo de la última revuelta de fines de siglo de los
estudiantes de la UNAM, que debe ser comprendida como la manifestación espontánea,
tanto racional como social, del sector más intenso y de mayor proclividad a expresar los
momentos de cambio histórico en la constitución de la vida pública nacional y de la
problemática de la institución universitaria. Así lo fue en los sesenta, en los setenta, en los
ochenta y ahora.

El conflicto de la UNAM

El impulso a la mercantilización de los costos sociales de las universidades públicas del
país tiene como elemento más agudo y más conflictivo al tema de las cuotas estudiantiles.
Como se ha indicado, la mercantilización de la educación superior pública hace referencia
a un proceso de elevación de los costos sociales del servicio educativo hacia las familias y
los estudiantes que pueden tener acceso al mismo. Durante las últimas dos décadas puede
comprobarse que la elevación de las cuotas estudiantiles en las universidades públicas del
país casi se ha generalizado, a pesar de que en la mayoría de los casos el monto de los
mismos no sea del todo trascendente, respecto al total de su presupuesto ordinario.
Sin importar los términos de los montos, como ha quedado evidenciado para el caso de la
UNAM, el tema de la modificación del Reglamento General de Pagos es absolutamente
político.
La necesidad de una verdadera reforma universitaria incluyente y participativa, de carácter
democrático y nacional no ha sido comprendida de igual forma ni con la misma necesidad
por las partes que componen el actual conflicto de la UNAM. Lo que ha privado entre
algunos sectores del mismo, pero particularmente entre los directores y altos funcionarios
universitarios, así como entre algunos agrupamientos del Consejo General de Huelga (los
denominados "ultras"), es una visión reduccionista del significado económico y social de la
universidad, de su autonomía y de sus requerimientos de cambio radical. El gobierno
federal, algunos medios de comunicación y otros agrupamientos políticos vinculados a
éstos han contribuido de manera descarada o velada a confundir a la opinión pública, o
bien se han involucrado en acciones de provocación.
Por parte de las autoridades ha privado una concepción cerrada de salidas unilaterales, de
manipulación de la opinión pública y de buscar la división, la confrontación y el desgaste
del movimiento estudiantil. Desde una visión errática se impuso de manera arbitraria, y con
una consulta muy desigual y sesgada, un Reglamento General de Pagos que, más allá de
sus montos y de sus intenciones, resultó un motivo de agravio directo para los estudiantes.
Durante la primera fase del conflicto, a pesar de la existencia de condiciones para abrir un
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diálogo directo con el CGH, es hasta la tercera semana de huelga que la rectoría nombra a
una errática y confusa "Comisión de Encuentro", que nunca alcanzó a comprender su
función principal, ni a presentar mecanismos efectivos para entrevistarse conlos estudiantes
electos para tal fin. Ya con carácter de `"resolutiva", esta Comisión no fue capaz de lograr
un solo resultado favorable al avance de la solución del conflicto.
A más de un mes de huelga, se convoca al Consejo Universitario de forma extraordinaria,
cosa que se lleva a cabo sin la interrupción del mismo por parte del CGH, y se avanza en
una solución de algunos de los puntos del pliego petitorio de éste, pero que no se presentó
como un mecanismo para alcanzar una salida negociada al mismo, porque dejó de lado el
asunto principal del momento que era la convocatoria a un diálogo entre las partes y el
establecimiento de una comisión representativa del mismo Consejo Universitario para
ofrecer una salida adecuada al conflicto.
La situación, en lugar de mejorar, se volvió más crítica porque los resolutivos del Consejo
Universitario ahondaron las diferencias en el seno de los estudiantes paristas y
radicalizaron el movimiento, con el desconocimiento de dirigentes estudiantiles
reconocidos de algunos grupos y sectores de parte de los grupos más contestatarios, y con
la manifestación de una abierta confrontación entre sí. La paralización de importantes
avenidas en la Ciudad de México, las constantes manifestaciones en pro de una
confrontación con el gobierno del ingeniero Cuauhtémoc Cárdenas, y la identificación de
grupos dogmáticos en algunas facultades dieron cuenta de los límites de un movimiento de
banderas irreductibles, pero limitado en sus perspectivas estratégicas fundamentales.
Desde el debate que se vive y que ha despertado este movimiento estudiantil, con todo y
sus limitaciones, se ha rebasado con mucho el problema original del Reglamento General
de Pagos. Este ha sido superado por diferentes lados y desde muchas posturas. Para
importantes sectores de la comunidad universitaria el mismo ya tiene múltiples
modificaciones, y se ha presentado la idea de que es un tema que requiere ser replanteado,
porque éste se ha articulado a diferentes aspectos. Esto va desde la discusión de la gratui-
dad, hasta diversas manera diferentes de entender la elevación de las cuotas o de los
servicios, entre otras cosas.
Por ejemplo, uno de los grandes temas de fondo relacionado es el del financiamiento
público que ha conducido a un abordaje absolutamente diferente al de si se pagan diez
pesos, cien, mil o más pesos por parte de los estudiantes. Ya no es el problema del monto,
sino de los mecanismos con los que se deciden los mismos y de la diversificación y
transparencia de los recursos, de sus fuentes de ingreso y su destino. Si esto no tiene una
vía de solución expedita, lo de las cuotas se mantendrá como la piedra conflictiva e
irresoluble en el zapato universitario.
Los marcos del debate son evidentes. Para cualquiera que conozca lo que ha ocurrido en la
vida de las instituciones universitarias del país durante los últimos veinte años (y de la
UNAM en lo particular), tendrá una evidencia clara y terrible del hecho de que mientras
éstas demandan de manera exponencial mayores recursos financieros, el gobierno federal
se ha orientado por el estancamiento de los mismos o por su franco decrecimiento en
términos reales.
La demostración de que la mayor inversión en educación superior es fundamental para el
país tiene argumentos incontrastables. Se sabe, por múltiples estudios, que las inversiones
en este nivel educativo contribuyen a incrementos significativos en la productividad del
trabajo y en altas tasas de crecimiento a largo plazo, a la par de todas las consideraciones
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que se han hecho al respecto de que éstas son vitales para generar una capacidad social en
ciencia y tecnología, en nuevos aprendizajes y en la constitución de una base social y
económica, en una era en donde los conocimientos y la información son la materia prima
fundamental del desarrollo. Entonces, es la inversión en la educación superior, y no el
problema de unos recursos mínimos de quienes soportan el costo de una educación cada
vez más cara, el problema importante que está en la mesa de discusión.
El concepto que se maneja a nivel internacional ya no es el de la renta educativa para
beneficio de los individuos (como aún sostienen algunos funcionarios y otros "expertos"
que buscan justificar la idea de que los que puedan que paguen y los que no que no, aunque
no lleguen a sus aulas), sino el de "rentabilidad social", que designa los beneficios
indirectos generados por la educación en beneficio de la sociedad. Estos son difícilmente
cuantificables, pero no por eso son menos reales: la elevación del conocimiento y de las
competencias tiene una repercusión sobre el índice de crecimiento y la competitividad del
país; la inversión realizada por las generaciones anteriores recae en las generaciones
posteriores; es además un deseo de explotar al máximo las aptitudes de los que tienen las
capacidades (el concepto de mérito) al servicio del desarrollo para todos; la elevación del
nivel de educación incide en el desarrollo de una cultura democrática y permite un
distanciamiento y una resistencia a las arbitrariedades (véase Unesco, "La Educación
Superior en Siglo XXI", Visión y acción, octubre de 1998, París, p. 50).
La propuesta de sustentar los presupuestos públicos a la educación universitaria pública,
desde el concepto de rentabilidad social, no se lleva a cabo en México. Por el contrario, los
recursos hacia el sector se han reducido de forma alarmante. En contraparte, se han
buscado "diversificar" las fuentes de origen (aunque casi en exclusividad hacia los
estudiantes y sus familias). Para ello se han puesto en marcha un conjunto de programas
para el otorgamiento de recursos específicos para premiar la productividad de los acadé-
micos, de algunos sectores de profesores y el desempeño de las instituciones.
La lógica de estos apoyos extraordinarios (y diferentes al presupuesto ordinario), que
depende de la evaluación de las personas, de sectores y de instituciones, no ha logrado los
objetivos de elevar la calidad, ni mucho menos de mejorar la equidad ni la igualdad social
en el acceso ni en el egreso. Lo que se ha propiciado es una política de simulación de la
calidad y un mayor burocratismo y centralismo en la toma de decisiones, una suerte de
modernización de lo obsoleto.
Para el discurso oficial, el tema inamovible es el de alcanzar que todos paguen, aunque sea
poquito. Se trata de una visión mercantilista de la educación superior, que se sustenta en el
concepto de rentabilidad privada e individual, frente al cual todo lo que se oponga a este
pronunciamiento, vistocomo falsamente "igualitario" y "equitativo", es entendido como
politización extrema o "contestatismo". Desde su lógica, la educación superior no debe
estar abierta a las masas, sino a los individuos, deben ser pagados sus servicios múltiples y
no ser un beneficio social. Esta concepción pretende ser racional y eficaz, sobre todo en la
distribución de los recursos y en su adecuación a las necesidades del mercado.
Todo esto nos conduce al centro de nuestro principal argumento. El debate más importante
no se reduce al de las cuotas, sino al del financiamiento, y éste tiene que ver con el tema
del uso y manejo de los recursos públicos de la UNAM; y ello tiene que ver con la gestión
y la administración institucional y con el establecimiento de criterios de equidad y de
pertinencia social (y no sólo de una función contable), desde la perspectiva del tipo de uni-
versidad que representa la nacional, la pública y la autónoma; y tiene que ver con sus
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relaciones con la sociedad a la que sirve y el tipo de servicios que ofrece, y con las
características de su oferta, de su curricula, de sus carreras, de sus posgrados; con la
investigación que realiza y la difusión de la cultura que promueve.
Allí está el meollo del asunto. Lo que ahora se debate en la UNAM, propiciado por la
huelga de los estudiantes, es el escalamiento de un debate académico —inconcluso—,
político e ideológico, en torno a la vida misma de la universidad nacional, de sus coyuntu-
ras, de su historia y de su porvenir. Y en este debate ya se han trascendido (no para todos
desafortunadamente) los reclamos inmediatos, porque éstos aparecen ahora más como un
escollo que como algo inamovible que debe ser resuelto como lo más importante. Por lo
menos podrían resumirse algunos de los aspectos más críticos a los que se enfrenta la
realidad nacional de la educación superior, particularmente de la universidad pública,
respecto a los cuales habrá que trabajar una reforma urgente, necesaria, montada con el
referente de un movimiento social que pudo trascender sus demandas inmediatas. Estos son
los siguientes:
a) Una modernización fallida de la actividad científica y tecnológica (la sobreevaluación
del trabajo académico).
El abandono politico de la universidad por parte del gobierno (el cuello de botella
financiero).
La obsolescencia de las formaciones profesionales básicas (el curriculum rígido y el
disciplinarismo).
Una estructura de gobierno rígida y autoritaria (las formas de gobierno, sus mecanismos
para la toma de decisiones y la amplitud de su representación).
La fragmentación institucional (la anticooperación y la segmentación social de las
instituciones).

Conclusiones

Desde un contexto muy poco estimulante, la emergencia de la huelga de la UNAM ha
puesto a flote, de nuevo, la escasa legitimidad que tiene la universidad pública en las altas
esferas gubernamentales, lo que se ha justificado por los diferentes intentos fallidos de
"reformas desde arriba", promovidas por las últimas cuatro rectorías de la Universidad
Nacional.
Al mismo tiempo, insistentemente, diversos sectores de la comunidad universitaria señalan
que la necesidad de una reforma de fondo, diferente, de perspectivas democratizadoras e
incluyente, sigue vigente. Lo que ha aflorado, desde la reflexión del actual movimiento de
los estudiantes de la UNAM, es la necesidad de un cambio de fondo, pero sobre todo de la
necesidad de construir una "política" educativa y universitaria: de principios, metas y es-
trategias que reflejen una política de Estado, que abarque una agenda de cambio de corto,
mediano y largo plazos, que no se limite a la institución, sino
que se articule a Ios esfuerzos por mantener la vigencia democrática nacional. Se trata más
que todo de establecer una direccionalidad del cambio, y no del cambio por el cambio
mismo. Y esto se revela no como un problema técnico, sino como un esfuerzo que se dirige
a gestar una voluntad política muy grande, a la construcción de consensos amplios en
donde converjan los distintos sectores y actores de la vida universitaria y no se suplanten
los intereses genuinamente colectivos por los de minorías.
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Una nueva política universitaria no puede seguir enclaustrada en las oficinas de planeación,
o ser materia de discusión exclusiva de los cuerpos de staff de la administración central de
la universidad, por el contrario, ésta debe tener una amplia apropiación comunitaria.
porque la educación es un proyecto público y su reforma un tema de interés general I
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Ciudadanía e instituciones



ESTE PAÍS 101                                                                                          Agosto de 1999

8


